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León, reunida en Zamora el día 13 
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patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y, a la vista del 
mismo y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero 
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
 

 
 
 

DICTAMEN 536/2021 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 1 de diciembre de 2021 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños sufridos en una caída causada por el mal estado 
de la acera. 

 
Examinada la solicitud y admitida el día 2 de diciembre de 2021, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con 
el número de referencia 536/2021, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como dispone el artículo 52 
del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 23 de marzo de 2020 Dña. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, debido a los daños 
sufridos en una caída acaecida el 13 de marzo de 2019 “como consecuencia del 
tropiezo provocado por el defectuoso diseño y la deficiente señalización de los 
escalones que se encuentran no solo en una plaza pública, de titularidad 
municipal, por la que transitan numerosos viandantes, sino en una parada de 
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autobús urbano que da servicio a múltiples líneas y, en consecuencia, abundantes 
viajeros”.  

 
La reclamante relata que sufrió una caída en la Plaza cccc de xxxx, que le 

ocasionó la fractura de la cabeza del hombro izquierdo, al tropezar con un escalón 
situado en las inmediaciones de la parada de autobús cuando intentaba subir a uno 
de ellos en medio de una gran aglomeración de personas. 

 
Solicita una indemnización de 8.898 euros. 
 
Acompaña al escrito copia del informe clínico del servicio de urgencias 

hospitalarias del Hospital hhhh; partes médicos de baja y alta laboral; una 
comunicación de la empresa de autobuses (“qqqq”); unos pantallazos de “Google 
Maps” de la zona de la caída y el informe de rehabilitación. 

 
Segundo.- Consta en el expediente informe de la Policía Municipal de 16 

de abril, el que se afirma que no se tiene constancia de los hechos ni referencia 
a intervención alguna en ese lugar. Indica que, consultadas las llamadas recibidas 
en el referido tramo horario, figura que se comunicó por personal de los 
autobuses urbanos (qqqq) un incidente sanitario en un lugar público, sin que 
acudiera ningún operativo policial.  

 
Tercero.- El 14 de abril el Centro de Conservación de la Vía Pública 

informa de que “El accidente que relata la interesada, no se debe en ningún caso 
a deficiencias o falta de adecuada conservación de los pavimentos de la vía 
pública, sino a un desafortunado tropezón al dirigirse rápidamente y entre otras 
muchas personas hacia el autobús municipal en una parada muy concurrida.  

 
»Se entiende que la parada en cuestión es suficientemente 

conocida por la interesada, dado su lugar de trabajo, y que no le será extraña ni 
su configuración ni la llegada simultánea de varios autobuses a la misma (una de 
las más importantes de la ciudad).  

  
»En todo caso, nada de extraño tiene la existencia de escaleras 

entre pavimentos que se encuentran a distinto nivel, que en este caso son de 
peldaños compensados al confluir una plaza prácticamente horizontal con una 
calle en pendiente. El proyecto aprobado y ejecutado en su día así lo resolvió, y 
lleva varias décadas en servicio sin especiales problemas. (…).  

 
»Lo determinante, a juicio de quien suscribe, es si se cumple la 

normativa de accesibilidad (en cuanto a rasantes, pendientes máximas, ausencia 
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de escalones...) en el itinerario que une, perpendicularmente, la marquesina con 
el bordillo que delimita la acera junto a la que para el autobús, y puede observarse 
que sí que se cumple. Que además pudiera ser deseable que dichas condiciones 
se cumplieran asimismo en todas las demás direcciones partiendo del mismo 
punto, no se discute, pero es sencillamente imposible (en unos casos existe 
mobiliario urbano, también necesario, o en otros las citadas escaleras, inevitables).  

 
»En conclusión, resulta perfectamente comprensible que ante la 

llegada de un autobús, aunque colocado en zona de espera de turno y 
prácticamente fuera de la parada como parece indicar el croquis presentado, los 
usuarios nos lancemos en masa hacia el mismo y por el camino más corto 
(aunque sea en diagonal y bajando escalones que en solitario veríamos 
perfectamente pero no así rodeados de otros usuarios que se apresuran en la 
misma dirección y hacia la misma puerta), en vez de utilizar el itinerario accesible 
(perpendicular desde la marquesina y seguidamente paralelo al bordillo hacia el 
primero, segundo o tercero de los autobuses) que, eso sí, podría suponer un 
recorrido algo mayor, aunque menos condicionado a la visión que en cada 
momento se tenga del pavimento por el que se transita”. 

 
Cuarto.- El 4 de junio el jefe de tráfico de qqqq informa de que consta 

en el parte de incidencias del día 13 de marzo de 2019 que “A las 20:00 h 
comunica el Inspector J17 desde la Plaza cccc que una señora de entre 55-60 
años ha caído en los banzos de la Plaza al ir a tomar el autobús de la Línea 6 que 
estaba en la parte trasera de la parada, no llegando lo señora a contactar con el 
autobús. Llamamos 112 desde Central que acude con una ambulancia al lugar 
atendiendo a la señora que se queja del hombro izquierdo y retirándola al 
Hospital hhhh”. 

 
Quinto.- Consta en el expediente un informe de valoración del daño 

personal de 4 de agosto de 2020, en el que se concluye que por sus lesiones 
correspondería a la reclamante una indemnización de 9.291,42 euros. 

 
Sexto.- Solicitado por la reclamante que se incorporen al expediente las 

reclamaciones patrimoniales presentadas por las caídas y percances producidos 
en la Plaza cccc desde 2001 (momento en que adquiere su configuración y diseño 
actual), el 20 de noviembre de 2020 un técnico de la Administración General 
informa, a solicitud de la reclamante, de que “(…) Atendiendo que la fecha de 
alcance máximo del registro electrónico de Asesoría Jurídica es de 2010, se hace 
constar que, salvo error u omisión, respecto del motivo que nos ocupa, se ha 
localizado una reclamación de responsabilidad patrimonial interpuesta el 31 de 
enero de 2012 con motivo de un tropiezo con un bordillo saliente sito en cccc, 
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que dio lugar a que se incoara el expediente DCPA 23-2012, finalizando el 
procedimiento mediante Decreto por el que se desestimó el recurso de reposición 
interpuesto frente un anterior Decreto en el que se le tuvo por desistido al 
reclamante de su petición de indemnización por lesiones producidas como 
consecuencia de una caída en los alrededores de la Plaza cccc al tropezar con un 
bordillo saliente”. 

 
Se adjuntan las reclamaciones y sugerencias realizadas por los ciudadanos 

sobre la referida plaza desde el año 2009.  
 
Séptimo.- Concedido trámite de audiencia, el 14 de enero de 2021 la 

reclamante presenta un escrito en el que, entre otras manifestaciones, cuantifica 
la indemnización solicitada en 9.291,42 euros. Además, solicita prueba 
documental y “de reconocimiento, para que por parte del técnico competente de 
la Administración se determinen las características y señalización del área donde 
se produjeron los hechos: ubicación de la parada, ubicación, naturaleza y 
dimensiones de los escalones, elementos de señalización y características del 
pavimento”. 

 
Octavo.- El 13 de octubre de 2021 el técnico instructor emite informe en 

los siguientes términos: 
 

“1°.- Atendido que el Servicio de Cartografía emite ‘plano taquimétrico 
perfiles pavimento parada bus’ cuya copia se adjunta a la presente providencia.  

 
»2°.- Atendido que consta, salvo error u omisión, en el Archivo 

Municipal, y en lo relativo a ‘Proyecto de Urbanización de Plaza cccc, con la 
siguiente signatura de archivo C.100041-1; C.100042-1; C.100043-1;C.10044-1, 
disponibles para su consulta y copia si así lo desea por el interesado, de nuevo 
salvo error u omisión.  

 
»3°.- Asimismo, respecto del resto de solicitudes de prueba, 

consistentes en que se incorpore al expediente: Proyecto de Urbanización de la 
Plaza cccc; Plan Elaborado por el Ayuntamiento para la gradual adaptación de los 
no accesibles a las previsiones de la Ley de Accesibilidad y supresión de Barreras 
y de su Reglamento; Actas de Manifestación, quejas y/o reclamaciones 
patrimoniales presentadas con motivo de caídas o percances producidos en la 
plaza cccc desde 2001; Modificaciones de diseño y/o de adicción y/o retirada de 
elementos de señalización y/o de mobiliario urbano producidas en la Plaza cccc 
desde 2001, es necesario indicar:  
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»(…) el derecho a la prueba, en cuanto manifestación del derecho 
de defensa, no se configura como como un derecho absoluto e incondicionado y 
su reconocimiento no ampara un hipotético derecho a llevar a cabo una actividad 
probatoria ilimitada, en virtud de la cual las partes estarían facultadas para exigir 
cualesquiera pruebas que tengan a bien proponer.  

 
»Por todo ello, y teniendo en cuenta que se ha incorporado al 

expediente informe del Servicio de Espacio Público e Infraestructuras; plano 
taquimétrico perfiles pavimento parada bus del Servicio de Cartografía; informe 
relativo a quejas y sugerencias del Servicio de Planificación e informe de esta 
Asesoría Jurídica relativo a reclamaciones, junto con otros informes, se estiman 
manifiestamente improcedentes el resto de pruebas que el interesado exige al 
Ayuntamiento (…)”.  

 
Noveno.- El 2 de noviembre la reclamante presenta un escrito en las que 

manifiesta su disconformidad con la denegación parcial de las pruebas propuestas. 
 
Décimo.- El 30 de noviembre de 2021 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que se 
recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
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No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 
establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar resolución 
expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LPAC. Tal dilación 
contraría los principios de buena administración y el de control del gasto público 
ligado a la consecución de los objetivos de estabilidad presupuestaria, 
considerado el incremento que ha de conllevar necesariamente la cantidad que 
como indemnización se vaya a conceder al reclamante, en su caso, mediante la 
oportuna resolución. 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y legitimación 

exigidos por la LPAC. La competencia para resolver la presente reclamación 
corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda 
existir, de acuerdo con lo establecido en el artículo 124.4.ñ) y 124.5 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en 
relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC. 

 
La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
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c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, es preciso determinar si el daño sufrido 

por la reclamante fue o no consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
del servicio público, requisito indispensable para el nacimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración. 

 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
La eventual responsabilidad del Ayuntamiento encuentra además su base 

en el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado 
por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, que dispone que “Son bienes de 
uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, aguas de fuentes 
y estanques, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización 
generales cuya conservación y policía sean de la competencia de la Entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para la 

“pavimentación de las vías públicas” según lo dispuesto en el artículo 26.1.a) de 
la LBRL, lo que necesariamente incluye su mantenimiento.  
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Tal como indica el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en 
Sentencia de 16 de abril de 2004, “(…) la pavimentación de vías urbanas 
responde a la necesidad no solo de garantizar unas objetivas condiciones de 
salubridad del entorno urbano, sino también de garantizar condiciones objetivas 
de seguridad; seguridad para el tránsito de vehículos y seguridad para el tránsito 
de las personas”. 

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por la reclamante 
fue o no consecuencia de la defectuosa configuración de la plaza o de su parada 
de autobús, de forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, 
entre el funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1998 señala que la 

prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por parte 
de aquella de la infraestructura material no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas convierta a 
estas en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa que pueda producirse con 
independencia del actuar del administrado, porque de lo contrario, aquel se 
transformaría en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico. 

 
En cuanto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños 

sufridos por el reclamante y la prestación del servicio público, es necesario probar 
que tales daños traen causa directa e inmediata de su funcionamiento normal o 
anormal. Este extremo corresponde acreditarlo a la parte interesada, de acuerdo 
con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, el principio general sobre la carga de la prueba contenido en el 
artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, 
más específicamente para el régimen de la responsabilidad objetiva de la 
Administración, dispone el artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su 
parte, deberá probar los hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la 
parte contraria.  

 
En el supuesto sometido a dictamen, la Administración considera que, 

dadas las circunstancias en que la caída se produjo, esto es, cuando la reclamante 
esquivaba a las personas que subían y bajaban de dos autobuses e intentaba 
acceder al suyo, el percance se debió “a un despiste o falta de atención de la 
reclamante a lo que pudo coadyuvar el hecho de hubiera un cierto número gente 
intentando también acceder a otros dos autobuses, pero no al funcionamiento de 
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los servicios públicos, teniendo en cuenta que el escalón es un elemento 
estructural que sirvió para concluir una plaza prácticamente horizontal con una 
calle en pendiente”.  

 
En este sentido considera que la escasa peligrosidad del escalón se 

corrobora por el hecho de que, siendo una plaza especialmente concurrida, desde 
2009 solo consta una queja similar, si bien ni siquiera se refiere exactamente al 
referido punto de la plaza.  

 
Asimismo, en relación con el incumplimiento de lo dispuesto en el 

Reglamento de Accesibilidad y Supresión de Barreras, aprobado por el Decreto 
217/2001, de 30 de agosto, debido al alegado error de diseño del lugar, la 
propuesta de resolución indica que “la acera, o si se prefiere, el itinerario 
adyacente a la marquesina de la parada de autobús sí que cumple lo dispuesto 
en la citada normativa, especialmente en lo referido a la anchura libre de paso”. 
Por otro lado, la propuesta de resolución puntualiza que la configuración actual 
de la plaza surge de la adjudicación del contrato de las obras de urbanización 
realizada antes de la entrada en vigor de la referida norma, “por lo que 
difícilmente puede existir un error de diseño en la configuración de una plaza 
sobre la base de una normativa que no existía en su momento”.  

 
Sobre cualquier tipo de adaptación a esta norma, la Administración 

recuerda que en la “Disposición Transitoria. Régimen de aplicación de la Orden 
VIV/561/2010, de 1 de febrero, por la que se desarrolla el documento técnico de 
condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y 
utilización de los espacios públicos urbanizados”, se dispone que en relación con 
los espacios públicos urbanizados ya existentes a la entrada en vigor de esta 
Orden, los contenidos del Documento técnico serán de aplicación a partir del 1 
de enero del año 2019, en aquellos que sean susceptibles de ajustes razonables, 
mediante las modificaciones y adaptaciones que sean necesarias y adecuadas y 
que no impongan una carga desproporcionada o indebida. 

 
Por otro lado, debe recordarse que un eventual incumplimiento de la 

normativa de accesibilidad, negado por la Administración en el presente caso, no 
implica de forma automática el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de 
la Administración pública. El reclamante debe acreditar que la irregularidad o 
desperfecto genera algún tipo de riesgo objetivo relevante para el viandante, 
circunstancia que tampoco se da en este caso.  

 
Por todo ello, puede concluirse que el diseño arquitectónico indicado -ya 

sea de la propia plaza, de la parada del autobús o de una en conjunción con el 
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otro- que, según la reclamante, es responsable del percance no contiene un error 
de proyecto o constructivo, al tratarse de una configuración consistente en 
peldaños compensados, de décadas de antigüedad y que no ha ofrecido mayores 
problemas, tal y como vienen a corroborar los informes obrantes en el 
expediente. Cuando eventualmente se produzca la reforma estructural de la plaza 
será el momento en que las obras se adaptarán a la legislación de accesibilidad 
vigente. 

 
De este modo, al no poder considerarse acreditada la relación de 

causalidad entre los daños sufridos por la interesada y el funcionamiento del 
servicio municipal y al ser la conducta de la propia perjudicada la única 
determinante del daño producido, no puede apreciarse la existencia de 
responsabilidad patrimonial de la Administración, razón por la que la reclamación 
debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños sufridos en una caída causada por 
el mal estado de la acera. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 


